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(Expte. A 283/00, ASPACK)

■ En Madrid, a 4 de abril de 2001.

El Pleno del Tribunal de Defensa de la Competencia, con la
composición arriba indicada y siendo Ponente el Sr. Huerta
Trolèz, ha dictado la siguiente Resolución en el expediente A
283/00, ASPACK (2164/00 del Servicio de Defensa de la Compe-
tencia), iniciado como consecuencia de la solicitud de autoriza-
ción singular para la creación y funcionamiento de un registro de
morosidad, formulada por la Asociación Nacional de Fabricantes
de Envases, Embalajes y Transformados de Cartón y Materias
Auxiliares (ASPACK).

ANTECEDENTES DE HECHO

1. El día 26 de mayo de 2000 tuvo entrada en el Servicio de
Defensa de la Competencia una solicitud de autorización singular
para la creación y funcionamiento de un registro de morosidad,
formulada por la Asociación Nacional de Fabricantes de Envases,
Embalajes y Transformados de Cartón y Materias Auxiliares
(ASPACK).

El Servicio de Defensa de la Competencia dictó Providencia el
30 de mayo de 2000 acordando admitir a trámite la solicitud.

El día 22 de junio de 2000, una vez tramitado el expediente
conforme a lo dispuesto en el Real Decreto 157/1992, el Servicio
dentro del plazo previsto en el artículo 38.3 de la Ley de Defensa
de la Competencia, lo remitió al Tribunal acompañado del precep-
tivo Informe en el que se proponía la concesión de la autorización,
sujeta a determinadas condiciones.

3. El 30 de junio de 2000 el Tribunal, de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 7 del Real Decreto 157/1992, dictó Pro-
videncia de admisión, tramitándose el oportuno expediente, en el
curso del cual el Pleno acordó, mediante Providencia de 30 de
noviembre de 2000, conceder a la Asociación solicitante una
audiencia previa para que manifestase lo que tuviera por conve-
niente en relación con las observaciones formuladas por el Ser-
vicio, lo que fue cumplimentado por aquélla el día 19 de diciem-
bre siguiente, en el sentido de aceptar las modificaciones
propuestas.

El Pleno del Tribunal deliberó y falló el 3 de abril de 2001.
Es interesada en el expediente la Asociación Nacional de

Fabricantes de Envases, Embalajes y Transformados de Cartón y
Materias Auxiliares (ASPACK).

FUNDAMENTOS DE DERECHO

1. El presente procedimiento tiene por objeto resolver sobre la
solicitud de autorización singular, formulada por la Asociación
Nacional de Fabricantes de Envases, Embalajes y Transformados
de Cartón y Materias Auxiliares (ASPACK), para la constitución
y gestión de un registro de morosos.

2. Para que el Tribunal de Defensa de la Competencia pueda
otorgar una autorización singular, la misma ha de referirse a un
acuerdo, decisión o práctica prohibidos por el artículo 1º de la
LDC en los que, concurriendo los requisitos enumerados en el
artículo 3º de la propia norma, los positivos efectos que de tal con-
currencia se deriven deban prevalecer frente a las consecuencias
contrarias a la libre competencia que justifican su general pros-
cripción.

3. Este Tribunal viene reiterando que para que un registro de
morosidad sea autorizable es preciso que se asegure el cumpli-
miento de las siguientes condiciones: a) Que la adhesión al mismo
sea voluntaria; b) Que no prive a los asociados de la facultad de
fijar su propia política comercial frente a los clientes morosos; c)
Que se asegure que los datos del registro no sean utilizados para
fines anticompetitivos, distintos de aquellos que se declararon en
la solicitud de autorización; d) Que la información que se transmi-
ta a los usuarios del registro sea objetiva; y e) Que la responsabili-
dad de la gestión del registro quede delimitada en su reglamento.

Examinada la solicitud, la documentación aportada y el infor-
me del Servicio, que fue emitido en sentido favorable, pero supe-
ditado a la eliminación de un apartado de «observaciones» que
figuraba tanto en las normas por las que ha de regirse el fichero
como en el «boletín de comunicación» de las incidencias inscribi-
bles que figuraban en la solicitud inicial, teniendo en cuenta que
no ha habido oposición por parte de terceros y comprobados los
requisitos y condiciones anteriormente expuestas, así como el
compromiso por parte de la Asociación solicitante, en su escrito
de 18 de diciembre de 2000, de aceptar las modificaciones pro-
puestas, el Tribunal considera que, de conformidad con el artículo
14 del R.D. 157/1992, procede dictar Resolución autorizando la
creación y gestión del citado registro de morosos.

Se considera que la autorización debe tener una duración de
cinco años desde la fecha de esta Resolución y que ha de sujetarse
a las condiciones que establece el artículo 4º de la Ley de Defensa
de la Competencia. Dicha autorización podrá ser renovada a peti-
ción del interesado, así como revocada si se dan las circunstancias
previstas en el artículo 4.3 de la misma Ley citada.

Se entiende que la presente autorización se contrae exclusiva-
mente a la materia encomendada al conocimiento de este Tribunal
y, por ello, se circunscribe a los efectos que el registro autorizado
pueda tener sobre la libre competencia, no extendiéndose al cum-
plimiento de las exigencias impuestas por la Ley Orgánica
15/1999, de Protección de Datos de Carácter Personal, ni a cuales-
quiera otras que puedan contenerse en demás disposiciones.

Vistos los preceptos citados y demás de general aplicación, el
Tribunal

RESUELVE

Primero: Autorizar la creación por la Asociación Nacional de
Fabricantes de Envases, Embalajes y Transformados de Cartón y
Materias Auxiliares (ASPACK) de un registro de morosos, que se
regirá por el reglamento aportado por la solicitante el 26 de mayo
de 2000, con las modificaciones admitidas en su escrito de 18 de
diciembre siguiente y que se encuentra incorporado al expediente.

Segundo: Establecer una duración de cinco años para la autori-
zación, a contar desde la fecha de esta Resolución y sujetarla a las
circunstancias que establece el artículo 4º de la Ley de Defensa de
la Competencia.

Tercero: Encargar al Servicio de Defensa de la Competencia,
con remisión de copia compulsada del reglamento del registro de
morosos que se autoriza, que vigile la ejecución y el cumplimien-
to de lo dispuesto en la presente Resolución y que proceda a la
inscripción del reglamento autorizado en el Registro de Defensa
de la Competencia.

Comuníquese esta Resolución al Servicio de Defensa de la
Competencia y notifíquese a los interesados, haciéndoles saber
que contra la misma no cabe recurso alguno en vía administrativa,

Resoluciones del Tribunal de Defensa de la Competencia



BOLETIN ECONOMICO DE ICE N° 2747
52 DEL 11 AL 17 DE NOVIEMBRE DE 2002

S E C C I O N
J U R I D I C O -
E C O N O M I C A

pudiendo interponer recurso contencioso-administrativo ante la
Audiencia Nacional en el plazo de dos meses contados desde su
notificación. ■

RESOLUCIÓN (Expediente r 444/00, Calzados Danubio)

■ En Madrid, a 5 de abril del año 2001.

El Pleno del Tribunal de Defensa de la Competencia (en ade-
lante, el Tribunal, TDC), con la composición expresada al margen
y siendo Ponente el Vocal Sr. Franch Menéu, ha dictado la siguien-
te Resolución en el expediente r 444/00, 2159/00 del Servicio de
Defensa de la Competencia (en adelante, el Servicio, SDC), de
recurso interpuesto por D. Cristóbal Mata Mata, propietario de una
zapatería en Lloret de Mar denominada «Calzados Yébenes» con-
tra el Acuerdo del Servicio, de 28 de junio de 2000, que archivó las
actuaciones seguidas por su denuncia contra Calzados Danubio,
S.L. por presuntas conductas prohibidas por la Ley de Defensa de
la Competencia (LDC) consistentes en abusar de la posición de
dominio negándose a suministrar determinados pedidos de calzado
de la marca «Wonders» fabricados por la denunciada.

ANTECEDENTES DE HECHO

1. El 10 de mayo de 2000 D. Carlos Ibáñez de la Cadinière,
en nombre y representación de D. Cristóbal Mata Mata, propieta-
rio en Lloret de Mar de una zapatería denominada Calzados Yébe-
nes, cuyo negocio se sustenta fundamentalmente en las ventas de
calzado de la marca «Wonders», formuló denuncia ante el Servi-
cio contra Calzados Danubio por supuestas conductas prohibidas
por la Ley 16/1989, de 17 de julio (BOE del 18), de Defensa de la
Competencia (LDC), consistentes en interrumpir de manera injus-
tificada el suministro de los pedidos habituales de calzado de la
marca citada fabricado por la denunciada. A juicio del denuncian-
te tal conducta tuvo su origen en la presión de los demás comer-
ciantes del lugar a fin de obtener la exclusiva.

2. Tras la información reservada prevista en el artículo 36.2
LDC, el Director del Servicio, por Acuerdo de 28 de junio de
2000, dispuso el archivo de las actuaciones con las siguientes con-
sideraciones:

«Tal y como ha indicado el TDC en diversas Resoluciones (r
87/94, r 259/97), la negativa de suministro solo se considera
práctica prohibida en dos supuestos: cuando se da una práctica
concertada entre varias empresas con una clara finalidad anti-
competitiva (artículo 1 LDC) o cuando es práctica de una sola
empresa que tiene posición de dominio en el mercado (artículo 6
LDC).

En el caso que nos ocupa parece que no se cumple ninguno de
estos requisitos. En primer lugar, no cabe aplicar el artículo 1 de
la LDC, puesto que ni de la información remitida por el denun-
ciante, ni de las conductas denunciadas parecen desprenderse
indicios de la existencia de un acuerdo o práctica concertada para
no suministrar calzado de la marca «wonders» al denunciante.

En segundo lugar, tampoco parece que la empresa Calzados
Danubio se encuentre en una posición de dominio por el hecho de
fabricar y distribuir la marca «wonders», dado que como ha
declarado el TDC (r 335/93, r 87/94) no se puede delimitar el
mercado atendiendo a una marca, sino que hay que tener en
cuenta el grado de sustituibilidad con productos de marcas dife-
rentes entendiendo que “entran en un mismo tipo de producto
todos aquellos que por su función, precios o cualidades sean
equivalentes para el adquirente porque le satisfacen la misma
necesidad, de modo que, adquirido uno, queda excluída la adqui-
sición de los otros” (r 161/80, 266/90), en este sentido la denun-
ciada no tiene posición de dominio por lo que queda excluido el
abuso».

3. Con fecha 14 de julio de 2000 tuvo entrada en el Tribunal
el recurso de D. Cristóbal Mata Mata contra el referido Acuerdo
de archivo. El mismo día 14 de julio de 2000 se pidió al Servicio
el informe prescrito en el artículo 48 de la LDC y por Providencia
de 19 de julio de 2000 se puso de manifiesto el expediente a los
interesados concediéndoles plazo para la formulación de las alega-
ciones que estimasen pertinentes.

4. Notificada dicha Providencia y transcurrido el plazo corres-
pondiente, ninguno de los interesados formuló alegaciones ni pre-
sentó documento ni justificación alguna.

5. El Tribunal deliberó y falló sobre este expediente en su
sesión plenaria del día 20 de marzo de 2001, encargando al Vocal
Ponente la redacción de la presente Resolución.

6. Son interesados:
— D. Cristóbal Mata Mata
— Calzados Danubio, S.L.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

1. Los recursos contra el archivo de las actuaciones realizadas
al amparo del artículo 36.2 LDC han de resolverse limitándose a
decidir si resulta acertada la decisión del Servicio de no abrir
expediente porque los datos de que disponía eran suficientes para
afirmar que no hay indicios racionales de conductas que vulneren
alguna de las prohibiciones incluídas en la LDC.

2. Fundamenta la recurrente su recurso en que, contra lo que
argumenta el Servicio en el Acuerdo de archivo, Calzados Danu-
bio, S.L. sí que ostentaba una posición de dominio en el mercado
en tanto en cuanto dió lugar a un resultado lesivo para Calzados
Yébenes que no pudo vender los productos fabricados por Calza-
dos Danubio. Dicha zapatería es un pequeño negocio situado en
una barriada que funciona en base a pequeños pedidos que va rea-
lizando a las empresas que le suministran el calzado según las
demandas de los clientes. El pequeño comercio se fue especiali-
zando y sustentando en la venta de calzado marca «wonders»
fabricado por la denunciada. En la primavera de 1999 se cursó el
pedido habitual para la temporada otoño-invierno al representante
en la zona. Sin embargo, no se recibió confirmación ni noticia
alguna por parte de dicho agente comercial. Se contactó más ade-
lante con el fabricante que dijo desconocer dicho pedido que se
reclamaba. Al no suministrarle los pedidos de la marca «wonders»
el negocio se quedó sin el principal atractivo de venta disminu-
yendo notablemente su facturación. Señala finalmente, como resu-
men y argumento final, que esa posición de dominio es la que ori-
ginó que se quedara sin clientes y sin ventas.

3. El Tribunal, tras analizar las actuaciones, considera adecua-
da la conclusión a la que llega el Servicio en cuanto a la no vulne-
ración de los mencionados artículos 1 y 6, dada la inexistencia de
hechos que pudieran suponer indicios de la realización de las
prácticas correspondientes y que, de haberse encontrado, hubiesen
justificado la incoación del expediente.

El rechazo a suministrar se considera práctica prohibida, bien
cuando se trata de una práctica concertada o bien cuando es prác-
tica de una empresa con posición dominante en el mercado. En el
presente caso, en efecto, no se dan ninguna de las dos situaciones
ya que, en primer lugar, no cabe aplicar el artículo 1 de la LDC,
puesto que ni de la información remitida por el denunciante, ni de
las conductas denunciadas se desprenden indicios de la existencia
de un acuerdo o práctica concertada para no suministrar, poste-
riormente, los pedidos solicitados a través del representante habi-
tual con los supuestos avatares de comunicación y transmisión de
la información denunciados. No se vislumbran indicios de la exis-
tencia de un acuerdo de voluntades entre dos partes, requisito
necesario que debe concurrir para que exista infracción del artícu-
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lo 1. Más bien se trataría de una decisión de una empresa tomada
de forma unilateral.

Por otra parte, Calzados Danubio, S.L. no ostenta en el merca-
do de fabricación y distribución de calzado una posición de domi-
nio. Para delimitar el mercado se debe sopesar el grado de susti-
tuibilidad con otros productos. Los clientes potenciales son lo que
señalan y reorientan las producciones estableciendo grupos de bie-
nes que satisfacen la misma necesidad. Dentro de cada grupo exis-
ten distintos productos, y de marcas diferentes, que cumplen sus
fines de forma parecida de tal modo que, adquirido uno por el
usuario, queda excluída la compra de los otros. No se puede
hablar exclusivamente del mercado de la marca de calzado «Won-
ders» ni existe en consecuencia una posición de dominio. Téngase
en cuenta, además, que la posición dominante hace referencia a un
concepto poco preciso y relativo, cuya existencia hay que determi-
nar por referencia a un operador económico y a un mercado con-
cretos, y que se perfila a partir de dos ideas básicas: poder econó-
mico e independencia de comportamiento. Se dice así que un
operador económico disfruta de una posición de dominio en un
mercado cuando en el mismo tiene poder económico y autonomía
de comportamiento suficientes como para poder actuar sin apenas
tomar en consideración las posibles reacciones de sus competido-
res, proveedores o clientes. No hay indicios, tomando en conside-
ración estos criterios, de que Calzados Danubio, S.L. ostente una
posición dominante. Si no hay posición de dominio, no puede
haber abuso de los prohibidos por el artículo 6 de la LDC.

4. Conviene señalar, por último, que una cosa es la vulnera-
ción de la LDC y otra bien distinta los asuntos de orden civil cone-
xos que puedan plantearse. Los segundos son propios y exclusivos
del conocimiento del juez ordinario, mientras que el examen de la
primera cuestión, de orden público económico, corresponde en
exclusiva a este Tribunal, cuyas actuaciones son revisables única-
mente por la jurisdicción contencioso-administrativa.

El posible perjuicio sufrido por la denunciante por aconteci-
mientos propios de las relaciones comerciales, viciadas en ciertas
ocasiones, tiene otros cauces de denuncia. No son los órganos de
Defensa de la Competencia los encargados de solventar estas
cuestiones.

Procede, en consecuencia, confirmar el Acuerdo de archivo y
desestimar el recurso.

VISTOS los preceptos citados y los demás de general aplica-
ción, el Tribunal

HA RESUELTO

Único.—Desestimar el recurso interpuesto por D. Cristóbal
Mata Mata contra el Acuerdo del Director del Servicio de Defensa
de la Competencia, de 28 de junio del año 2000, que archivó las
actuaciones seguidas por su denuncia contra Calzados Danubio,
S.L. confirmando en todos sus términos dicho Acuerdo.

Comuníquese esta Resolución al Servicio de Defensa de la
Competencia y notifíquese a los interesados, haciéndoles saber
que contra la misma no cabe recurso alguno en vía administrativa,
pudiendo interponer recurso contencioso-administrativo ante la
Audiencia Nacional, en el plazo de dos meses a contar desde su
notificación. ■

RESOLUCIÓN (Exp. R 427/00, MAZDA)

■ En Madrid, a 23 de julio de 2001.

El Pleno del Tribunal de Defensa de la Competencia (en ade-
lante, el Tribunal, TDC), con la composición expresada al margen
y siendo Ponente el Vocal Sr. Comenge Puig, ha dictado la
siguiente Resolución en el expediente R 427/00 (2019/99 del Ser-
vicio de Defensa de la Competencia, en adelante, el Servicio,

SDC), de recurso interpuesto por MAZDA MOTOR ESPAÑA
S.A. (en adelante, MME) contra el Acuerdo de 5 de abril de 2000,
del Director General de Política Económica y Defensa de la Com-
petencia que sobresee el expediente iniciado por su denuncia con-
tra MAZDA MOTOR CORPORATION (en adelante, MMC) por
supuestas prácticas restrictivas de la competencia prohibidas los
artículos 1.1 de la Ley 16/1989, de Defensa de la Competencia
(LDC) y 81.1 del Tratado de la Unión Europea (TUE), consisten-
tes en el incumplimiento del artículo 5 del Reglamento (CE)
1475/95, de la Comisión, de 28 de junio, relativo a la aplicación
del apartado 3 del Artículo 81 del Tratado a determinadas catego-
rías de acuerdos de distribución y de servicio de venta y de post-
venta de vehículos automóviles.

ANTECEDENTES DE HECHO

El 18 de junio de 1999 tuvo entrada en el SDC denuncia for-
mulada por MME contra MMC por la emisión de un preaviso
resolutorio de un año de la relación contractual de distribución, lo
que constituiría una práctica contraria a los artículos 1.1 LDC y
81.1 TCE, no amparable por el Reglamento (CE) 1475/95, de la
Comisión, de 28 de junio, relativo a la aplicación del apartado 3
del Artículo 81 del Tratado a determinadas categorías de acuerdos
de distribución y de servicio de venta y de postventa de vehículos
automóviles. Asimismo, MME solicitaba la adopción de medidas
cautelares conducentes a que MMC cesase en la práctica y se le
impusiesen a la mencionada empresa condiciones que restablecie-
ran la situación inicial.

Estimando que en la denuncia existían indicios racionales de
conductas prohibidas por el Artículo 1.1 de la LDC y 81.1 del
TCE, con fecha 6 de julio de 1999, se incoó el oportuno expedien-
te con el número 2019/99, realizándose el correspondiente trasla-
do de denuncia. El Servicio consideró que no cabía iniciar la tra-
mitación de las medidas cautelares al no concurrir los requisitos
exigidos al efecto, por no existir afectación sensible de la compe-
tencia en el mercado o interés público que salvaguardar.

El 5 de abril de 2000 el Director General de Política Económi-
ca y Defensa de la Competencia acordó el sobreseimiento del
expediente.

El 25 de abril de 2000 tuvo entrada en el Tribunal escrito de
recurso de MME contra el mencionado Acuerdo de sobreseimien-
to. El Tribunal, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo
48.1 LDC, solicitó al Servicio, por escrito de 25 de abril de 2000,
informe sobre el citado recurso así como el respectivo expediente.
El Servicio correspondió a esta solicitud el 3 de mayo de 2000.

Por Providencia de 17 de mayo de 2000 el Tribunal puso de
manifiesto el expediente a MME, concediéndole plazo para for-
mular alegaciones. MME presentó escrito de alegaciones el 16 de
junio de 2000.

Por Providencia de 27 de diciembre de 2000 se declaró nuevo
interesado a MMC, al que se puso de manifiesto el expediente
concediéndole plazo para formular alegaciones. Con fecha 9 de
enero de 2001, MME solicitó que la puesta de manifiesto del
expediente a MMC se refiriese al mismo estado en que se encon-
traba cuando fue puesto de manifiesto a MME. MMC presentó
escrito de alegaciones el 18 de enero de 2001.

El Tribunal deliberó y falló sobre este expediente en su sesión
plenaria de 3 de julio de 2001, encargando al Vocal Ponente la
redacción de la presente Resolución.

Son interesados:
Mazda Motor España S.A.
Mazda Motor Corporation

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Los siguientes párrafos del Acuerdo recurrido por MME con-
tienen, de forma extractada, la argumentación por la que el Servi-
cio llega a la decisión de sobreseimiento:
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La relación entre MME y MMC ha venido determinada por la
renovación tácita del acuerdo de distribución firmado el 18 de
junio de 1991, que finalizaba en el año 1994. La ruptura expresa
de este acuerdo por parte de MMC mediante un preaviso en el
que se concede un año para su entrada en vigor (folios 446 y
siguientes) alegando la necesidad de reestructurar su red de dis-
tribución, en pleno proceso de negociaciones de venta de la
empresa MME a MMC, origina la presentación de la denuncia
ante este Servicio por parte de MME.

La distribución se realiza teóricamente sobre una base de no
exclusividad. No obstante, MME ha actuado de facto como el con-
cesionario exclusivo de MMC en España, a un nivel equiparable
al de otros distribuidores europeos, como se deduce de la diversa
documentación obrante en el expediente (ver por ejemplo folios
405 y siguientes). La distribución nacional ha sido desarrollada
por MME a través de la firma de distintos acuerdos de concesión
con 37 concesionarios exclusivos de la marca, mediante los
correspondientes contratos de distribución exclusiva y selectiva
(modelo de contrato aportado por MME en folios 347 a 405).

La denunciante, MME, solicita que el Servicio se pronuncie
sobre la licitud del preaviso de resolución del contrato, puesto
que éste sería incompatible con el Reglamento CEE 1475/95, y,
por tanto, la relación de distribución entre ambos quedaría
sujeta a la prohibición de los Artículos 1.1 de la LDC y 81.1 del
TCE al perder el beneficio de la exención por categorías pro-
porcionada por dicho Reglamento. En efecto, el Reglamento
1475/95 contempla en su Artículo 5.2.2), cuando los distribuido-
res han asumido obligaciones en términos de inversiones en la
red de distribución, un plazo mínimo de duración de los acuer-
dos, como medida de defensa de los distribuidores y sus inver-
siones ante las decisiones unilaterales de los fabricantes. El pla-
zo de rescisión ordinaria previsto por el citado artículo para
relaciones de duración indefinida es de dos años, siempre que se
hayan realizado las mencionadas inversiones. No obstante, el
Reglamento, a través de su Artículo 5.2.3), proporciona a los
fabricantes e importadores un mecanismo de flexibilidad
mediante la facultad de reducir dicho periodo a un año en caso
de necesidad de reorganización de una parte o la totalidad de la
red de distribución.

Sí que cabe aceptar la afectación sobre el comercio intraco-
munitario de la relación contractual entre MME y MMC. En efec-
to, además del significativo volumen de comercio y de tratarse de
todos los vehículos MAZDA vendidos en España, una parte de los
mismos se fabricaba en Europa por la propia MMC, por lo que la
afectación del comercio intracomunitario resulta evidente.

La relación entre MMC y MME debe analizarse bajo la luz
del Reglamento 1475/95, puesto que, aunque dicho reglamento no
se encuentra transcrito al sistema de exenciones del derecho de
competencia nacional, afecta a la prohibición del artículo 81, que
es de aplicación y de reconocido efecto directo en todo el territo-
rio comunitario.

En opinión de este Servicio, MMC debería, por tanto, aceptar
el arbitraje o mecanismo de solución rápido sobre la oportunidad
del preaviso a la luz del conjunto de condiciones previstas en el
Reglamento 1475/95. En caso contrario, debería proponer un
mecanismo alternativo de solución rápido de esta cuestión y no
referirse a un arbitraje sobre el conjunto de las controversias
bilaterales

Al margen del problema de la rescisión del contrato por parte
de MMC, existen importantes divergencias entre MMC y MME,
que les han llevado a plantear conflictos ante los tribunales y que
la propia MMC califica como pérdida de confianza en su distri-
buidor.

No es labor de este Servicio dirimir el desacuerdo entre las
partes y determinar la necesidad o no de reorganización, ya que
el propio Reglamento prevé la solución del conflicto mediante
perito o árbitro, lo cual es lógico, ya que se trata de una cuestión
a dirimir que afecta básicamente a intereses puramente bilatera-
les y no a la competencia en el mercado. Únicamente cabría un
pronunciamiento sobre la compatibilidad del preaviso si se conta-

ra con el resultado del laudo arbitral. Si el laudo confirmase los
indicios antes mencionados acerca de la existencia de una justifi-
cación suficiente para reorganizar la red, el preaviso sería total-
mente compatible. Por el contrario, en el caso que el laudo deter-
minase que no existe tal necesidad, el Servicio podría, en
principio y siempre que resultasen igualmente acreditados el res-
to de requisitos previstos por el Reglamento 1475/95, en términos
de inversiones y exclusividad, impulsar la instrucción del expe-
diente y solicitar al TDC la declaración de existencia de una
práctica contraria al mencionado Reglamento.

En este caso, no existe ninguna afectación a las condiciones
competenciales del mercado y, por tanto, del interés público, sino
una posible afectación a intereses privados causada por una
eventual infracción de las normas de competencia comunitaria.

En el recurso ante el Tribunal MME sostiene que el Acuerdo
impugnado es contrario a Derecho porque, a pesar de realizar un
análisis fáctico jurídico correcto y concluir que la relación está
sometida al citado Reglamento Comunitario que obliga a MMC a
someter la discrepancia a un sistema de resolución rápida, adopta
el sobreseimiento cuando lo procedente hubiera sido continuar el
procedimiento proponiendo al Tribunal la declaración de la infrac-
ción y la intimación a MMC a cumplir la legalidad.

Según el recurrente, al terminar MMC unas largas relaciones
de distribución exclusiva-selectiva con MME, ha infringido lo dis-
puesto en el Reglamento Comunitario 1475/95 por negarse a la
realización del arbitraje que establece su artículo 5, siendo, en su
opinión, el régimen de terminación de las relaciones de distribu-
ción exclusiva un aspecto tan esencial del modelo legal estableci-
do como los demás a lo largo de la relación contractual.

Por otra parte, dice el recurrente no entender que el Servicio,
en su informe al Tribunal, ponga en duda que MME tenía asumi-
das obligaciones de las previstas en el artículo 4.1 del Reglamento
1475/95, después de haber señalado en el Acuerdo que «MME ha
actuado “de facto” como el concesionario exclusivo de MMC en
España, a un nivel equiparable al de otros distribuidores europe-
os, como se deduce de la diversa documentación obrante en el
expediente» y resultando indubitado, público y notorio que las
funciones de MME son las de un distribuidor nacional exclusivo
que tiene la obligación, claramente contraída con el fabricante, de
organizar y operar una red selectiva de concesionarios y servicio
técnico que conllevan obligaciones como formación técnica, pro-
gramar ventas y pedidos, cumplir objetivos, vehículos de demos-
tración, garantías, promoción, etcétera.

Por ello, cree MME que debe revocarse el Acuerdo del SDC y
decretar la adopción de medidas cautelares ordenando la realiza-
ción de arbitraje con suspensión de efectos del preaviso contrac-
tual emitido por MMC, con suspensión del expediente a la espera
del resultado del arbitraje.

Por su parte, MMC alega que el procedimiento instado por
MME es un instrumento utilizado contra MMC en el marco de un
conflicto de exclusiva naturaleza privada sin el menor atisbo de
interés público que justifique la actuación de las Autoridades de
Competencia, constituyendo un auténtico abuso de Derecho.

Según MMC, su relación con MME ha sido no exclusiva y por
ello no es aplicable el Reglamento 1475/95, sino el 1983/83 que
carece de norma de terminación contractual. Aunque fuera aplica-
ble el Reglamento 1475/95, tampoco se dan las condiciones exigi-
das en el artículo 5 para la aplicación de la norma de terminación
porque MCE nunca ha asumido la obligación de efectuar unas
determinadas inversiones mínimas y, según el artículo 5.2, la nor-
ma de terminación contractual sólo es aplicable cuando el distri-
buidor haya asumido obligaciones de las contempladas en el artí-
culo 4.1 para mejorar la estructura de la distribución y del servicio
de venta y posventa, mientras que la recurrente nunca ha acredita-
do la concurrencia de este requisito.

Además, según MMC, sería aplicable la excepción prevista en
5.3. por existir una necesidad de reestructurar una parte sustancial
de la red de distribución.

A la vista del Acuerdo del Servicio y de las alegaciones de las
partes resumidas en los puntos anteriores, el Tribunal considera
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que debe pronunciarse, en primer lugar, sobre la aplicabilidad al
presente caso del Reglamento 1475/95.

Si bien el acuerdo original de 1987 no concedía la exclusiva
de distribución a MCE, le asignaba (folio 54 expte. SDC) un terri-
torio que comprendía la Península Ibérica y las Islas Baleares
(area of primary responsibility) y parece un hecho que sólo MCE
distribuyó en este ámbito, durante el periodo considerado, auto-
móviles MAZDA, así como que lo hizo utilizando una red de con-
cesionarios territoriales a los que exigía condiciones especiales
(selectividad) y a los que garantizaba exclusividad territorial.

No parece asistido por la lógica MMC cuando alega que su
relación con MME ha sido no exclusiva y que, por ello, no es apli-
cable el Reglamento 1475/95, sino el 1983/83, puesto que dicho
Reglamento 1983/83 se refiere precisamente a determinadas cate-
gorías de acuerdos de distribución exclusiva y si, además, existe
un Reglamento específico para la distribución de automóviles a
éste es al que deberá MMC ajustarse cuando distribuya automóvi-
les en cualquier país de la Unión Europea. Por otra parte, existe
evidencia en el expediente de que MMC reconocía que el Regla-
mento 1475/95 era el que debían respetar todos sus distribuidores
europeos (incluido MME) y en ese sentido se dirigió a ellos a tra-
vés de distintas circulares (ver folios 147-153, expte. SDC).

Si la norma aplicable en la distribución exclusiva de automó-
viles es el Reglamento 1475/95, no tiene duda el Tribunal de que
debe aplicarse con respeto a todos los aspectos que regula, inclui-
dos los relativos a la terminación del contrato. No cabe, en efecto,
plantear que todos los aspectos regulados tienen el interés público
de preservar la libre competencia excepto los referentes a la termi-
nación contractual que afectarían sólo a los intereses privados de
las partes. Si así fuera, tales aspectos no hubieran sido tenidos en
cuenta en el mencionado Reglamento que, por el contrario, en su
considerando inicial número 19, explica que se fijan en los aparta-
dos 2 y 3 del artículo 5 las condiciones mínimas de exención rela-
tivas a la duración y a la rescisión del acuerdo de distribución y
de servicio de venta y de posventa, porque, a causa de las inver-
siones del distribuidor para mejorar la estructura de la distribu-
ción y del servicio de los productos contractuales, la dependencia
del distribuidor con respecto al proveedor aumenta considerable-
mente en caso de acuerdos celebrados a corto plazo o rescindi-
bles tras un periodo breve.

El Reglamento debe, pues, cumplirse íntegramente y, en este
expediente, se trata de esclarecer si se han cumplido las condicio-
nes que se fijan en los apartados 2 y 3 del artículo 5, resultando
necesario, en primer lugar, investigar si MCE asumió, en el tiem-
po en que actuó como distribuidor de MMC, obligaciones de las
contempladas en el apartado 1 del artículo 4.

A este respecto, las partes mantienen opiniones absolutamente
divergentes, mientras que el Servicio mantiene posiciones contra-
dictorias ya que, si en el Acuerdo de sobreseimiento expresa la opi-
nión de que MMC debería, por tanto, aceptar el arbitraje o meca-
nismo de solución rápido sobre la oportunidad del preaviso a la luz
del conjunto de condiciones previstas en el Reglamento 1475/95,
dando así por hecho que se dan los requisitos para que pueda exigir-
se tal arbitraje, en su informe al Tribunal sobre el recurso de MCE
sostiene que la infracción se habría producido si se hubiera acredita-
do la asunción de obligaciones por MME en términos de inversio-
nes y se acreditase la falta de necesidad de reestructuración de la
Red MAZDA y que, como no se han acreditado tales circunstan-
cias, no cabe apreciar violación del derecho comunitario.

Parece, pues, que no se ha investigado de forma concluyente
la cuestión previa de si MME asumió obligaciones de las previstas
en el apartado 1 del artículo 4 del Reglamento 1475/95 en el
periodo en que actuó de distribuidor en España de los automóviles
de MMC.

Si llegara a determinarse que MME asumió obligaciones de
las que se enumeran en el apartado 1 del artículo 4 del Reglamen-
to 1475/95, el apartado 3 del artículo 5 dispone que, en el caso de
que MMC necesitase reorganizar una parte sustancial o la totali-
dad de su red, tendría el derecho a rescindir el acuerdo con preavi-
so de al menos un año (en lugar de los dos años a que, en otro
caso, obligaría el apartado 2 del artículo 5), pero, en caso de desa-
cuerdo, ambas partes deberían aceptar un sistema de solución
rápida del litigio, según el apartado 3 del artículo 5 del mismo
Reglamento.

Por ello, si tales condiciones se dieran, la negativa a aceptar la
decisión de un perito independiente o de un árbitro sería, en sí
misma, una infracción del citado Reglamento, sin que pudiera
admitirse la sustitución propuesta por MMC de este arbitraje espe-
cífico por la aplicación de una cláusula arbitral global, sujeta a la
Ley japonesa, prevista en el contrato.

Por lo que se refiere a la renovada solicitud por MME de
medidas cautelares, el Tribunal coincide con el Servicio en que no
existe afectación del interés público que permita su adopción.

En consecuencia, el Tribunal considera que debe estimar el
recurso presentado por MME, en lo que se refiere a una posible
infracción del artículo 81 TCE por incumplimiento del artículo 5
del Reglamento 1475/95 revocando, en este aspecto, el Acuerdo
del Servicio y confirmando, por el contrario, la improcedencia de
adoptar medidas cautelares en el presente caso.

La estimación del recurso no es susceptible de recurso alguno
ya que se trata de un acto que, por decidir la continuación del
expediente, no produce indefensión.

Vistos los preceptos citados y los demás de general aplicación,
el Tribunal, por mayoría,

RESUELVE

Primero.—Estimar el recurso interpuesto por MME contra el
Acuerdo del Director General de Defensa de la Competencia, de 5
de abril de 2000, por el que se sobresee el expediente derivado de
la denuncia de Mazda Motor España S.A. contra Mazda Motor
Corporation por infracción del artículo 81 del Tratado de la Unión
Europea.

Segundo.—Confirmar la improcedencia de la adopción de
medidas cautelares solicitadas por Mazda Motor España S.A.
señalada en el referido Acuerdo del Director General de Defensa
de la Competencia, de 5 de abril de 2000.

Tercero.—Interesar del SDC que investigue cuanto se señala
en los fundamentos de derecho sexto y séptimo de esta Resolu-
ción.

Comuníquese esta Resolución al Servicio de Defensa de la
Competencia y notifíquese a los interesados, haciéndoles saber
que contra ella no cabe ningún tipo de recurso. ■


